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DERECHO CONSTITUCIONAL II

Análisis de algunos capítulos de la Constitución Política Chilena de 1980.

Profesora Carolina Salas Salazar

INSTRUMENTOS DE PROTECCION DE LOS DERECHOS FUNDAMENTALES

Los derechos de las personas se pueden proteger de muchos modos, sea a través del sano juicio o prudencia de quienes están en condiciones de respetarlos o de exigir su respeto, sea a través del mandato autoritario de los poderes públicos.

Dentro de las modalidades estatales de protección a los derechos humanos, encontramos dos grandes formas de tutela: una política y otra jurídica. A su vez esta ultima se compone de 2 grandes vertientes:

a. una constituida por ciertas reglas que resguardan la integridad formal de las normas sobre derechos fundamentales (GARANTIAS NORMATIVAS).

b. Otra constituida por los procesos judiciales que intentan hacer justicia y proteger la libertad de los individuos (GARANTIAS JURISDICCIONALES). Nos referimos a la protección judicial o procesal de los derechos de las personas que consiste en una particular y jurídica forma de responder a los derechos: una parte del poder estatal (el judicial) conoce (a través de un proceso) de las violaciones o amenazas a los distintos derechos y libertades de las personas, resolviendo (con autoridad de cosa juzgada, material o formal) lo que corresponda de acuerdo al contenido de los derechos o libertades involucrados.

El verdadero sentido y eficacia de las libertades depende de que exista un juez ante el cual reclamar y que éste se encuentre facultado para imponer por la fuerza si fuere necesario, los mandatos contenidos en las fuentes que los recogen (derecho a la tutela judicial, derecho de acción frente al estado).

Las personas son libres para dirigirse, en términos respetuosos, a la autoridad con el fin de que ésta se pronuncie sobre ciertas cuestiones de su interés. Esta libertad de dirigir peticiones a la autoridad se conoce como el DERECHO DE PETICION (art. 19 Nº 14).

La acción (stricto sensu), se distingue de la simple petición por la circunstancia de estar dirigida a un JUEZ, para que éste en uso de una atribución especial, LA JURISIDICCIÓN, y conociendo a través de un PROCESO, resuelva un conflicto por medio de una decisión dotada de una particular eficacia: una SENTENCIA dotada de autoridad de COSA JUZGADA, aun a falta de norma que resuelva el conflicto (PPIO. INEXCUSABILIDAD).

El art. 13 de la Convención Europea de Derechos Humanos, el art. 2.3 del Pacto de Derechos Civiles y Políticos; el 25 de la Convención Americana de Derechos Humanos; el 8º de la Declaración Universal de Derechos Humanos y el art. 18 de la Declaración Americana de Derechos y Deberes del Hombre, establecen el derecho de toda persona a entablar un recurso efectivo, sencillo y rápido ante la autoridad con el objeto de que se la ampare en el ejercicio de sus derechos fundamentales.

Podemos distinguir, entre los instrumentos procesales destinados a esta protección:

1. Remedios procesales indirectos: son aquellos dirigidos a la protección de los derechos de carácter ordinario, pero que en forma refleja pueden utilizarse para la tutela de los derechos fundamentales (acciones civiles: reivindicatoria, posesorias; penales, laborales y administrativas).

2. Instrumentos complementarios: son aquellos que si bien no han sido estructurados para proteger los derechos del hombre se utilizan para sancionar la violación de los mismos, por ejemplo: juicio político, acción por responsabilidad extracontractual del Estado

3. Instrumentos procesales específicos: son aquellos que se han configurado para otorgar una protección rápida y eficaz a los derechos fundamentales, de manera directa y con efectos reparadores, ya que no es suficiente la sanción de tales violaciones, requiriéndose la restitución del afectado de los derechos infringidos. Por ejemplo: acción de protección y de amparo.

a.- GARANTIAS NORMATIVAS:
Se traducen en diseñar ciertas normas que tuvieron como propósito contener el arbitrio de la autoridad y complementan el contenido positivado de las libertades fundamentales.

Las garantías normativas se diferencian de los derechos mismos en la medida en que nada aportan a la definición de su contenido. Entre ellas destacamos:

· Reconocimiento de la libertad, vinculada a la dignidad de la persona (art. 1º, inc.1º)

· Principio de reserva legal: regulación, coordinación y restricción de la libertad es materia de ley (art. 60)

· Principio de juridicidad: sujeción integra de los integrantes de los organismos y de los órganos del Estado de Derecho.

· Principio de la invulnerabilidad de la esencia (o núcleo duro) de los derechos fundamentales (art. 19 Nº 26)

· Limitación a la delegación de facultades legislativas en materia de derechos fundamentales (art. 61)

· Reforzamiento al proceso de reforma constitucional del Capitulo III, art. 117

b.- GARANTÍAS JURISDICCIONALES:
La Justicia Constitucional, de acuerdo a Rubio Llorente, puede tener dos objetivos:

1) la defensa de los derechos y libertades fundamentales

2) la defensa de la legalidad de la Constitución

La tutela judicial del contenido constitucional de las libertades y derechos ha quedado en nuestro ordenamiento encomendado principalmente a las Cortes de Apelaciones (conociendo de las acciones de protección y amparo) y a la Corte Suprema (conociendo en segunda instancia de las acciones de protección y amparo y también del recurso de inaplicabilidad y de indemnización por error judicial).

Con todo, junto a ellos hay otros organismos judiciales o administrativos que pueden velar por los derechos humanos a través de la tutela de las normas constitucionales relativas a las personas: Contraloría General de la República; Jueces de Letras y tribunal Constitucional.

Precisión conceptual:

RECURSO: medios contemplados en la ley para impugnar decisiones judiciales, por ejemplo: recurso de apelación, de reposición, de casación.

ACCION: alude al poder jurídico de toda persona para ocurrir ante la autoridad jurisdiccional del estado solicitando que se le reconozca o declare el derecho que dice tener.

1.- ACCION DE PROTECCION:
Avanzado el siglo XX la gran mayoría de los derechos fundamentales se encontraba únicamente por las acciones tradicionales de tutela que otorgaba el derecho común, acciones penales, civiles, etc., las que se caracterizan por su lentitud y falta de eficacia.

En Chile esta acción nace precisamente como una respuesta a las deficiencias de ese sistema tradicional de protección de derechos de la persona. La reconocida eficacia del Habeas Corpus llamó a diseñar la acción de protección, desde sus mismos orígenes, como una suerte de extensión del recurso de amparo (que si tenía vigencia, solo referido a la libertad personal y seguridad individual) frente a otras libertades, se trataría de un instrumento procesal rápido y simplificado.

La CENC en el año 1976 despachó el Acta Constitucional Nº 3, cuyo Capitulo III consagra por primera vez la acción de protección en el Ordenamiento Jurídico chileno. Los contenidos de esta Acta se traspasaron al Capitulo III de la CPR, en su articulo 20, que es además complementado por el Auto Acordado dictado por la Corte Suprema de junio de 1992.

Esta es una ACCION PROCESAL instaurada por la Constitución, cuyo carácter informal y sumarísimo permite al afectado por ACTOS U OMISIONES ARBITRARIOS O ILEGALES, sea que provengan de la autoridad o de particulares, que lo agraven en el legítimo ejercicio de cualquiera de los derechos que la Carta especifica, para recurrir a la CORTE DE APELACIONES respectiva, la cual queda habilitada para decretar medidas que estime necesarias para restablecer el imperio del derecho y para asegurar la debida protección del afectado.

ELEMENTOS CONSTITUTIVOS:

· Existencia de una acción u omisión

· Ilegalidad (contravención abierta y expresa a texto legal) O (disyuntivo) Arbitrariedad (ausencia de fundamento racional, manifestación de simple capricho)

· Privación, perturbación o amenaza al ejercicio de alguno de los derechos o libertades del actor.

Privar implica despojar, impedir

Perturbar, significa trastornar el orden y concierto de las cosas

Amenaza conlleva la idea de peligro inminente

· Debe existir un NEXO DE CAUSALIDAD entre la acción u omisión de que se reclama y la privación, perturbación o amenaza.

· Contenido de los derechos fundamentales especificados por el artículo 20. Indudablemente que se hace referencia a éstos como tales, según el contenido que de ellos se desprenda conforme al texto de la Constitución y de los tratados internacionales relacionados. 

· Legitimidad en el ejercicio del derecho cuya violación se reclama. 

· El tribunal de protección deberá restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado. No debe existir impedimento constitucional para que la Corte decrete determinadas medidas a favor del afectado o contra el sujeto agraviante de sus derechos. La jurisprudencia ha dicho que restablecer el imperio del derecho es "volver las cosas al estado en que se hallaban con anterioridad al acto que provocó la ruptura. De suerte que, aun supuesta la transgresión que el recurso denuncia, la arbitrariedad o la ilegalidad debe existir al tiempo de dictarse sentencia, de forma que el objeto de la misma sea la remoción del ilícito".

· Cabe señalar que toda situación que por su propia naturaleza ya se encuentra sometida al imperio del Derecho, queda fuera de la órbita de la acción de protección.

· Puede ser interpuesto por cualquier persona, sin el patrocinio de abogado e incluso sin mandato del agraviado. Esta mayor flexibilidad entregada por el ordenamiento a  la interposición de esta acción, evita que se interpongan, a través de protección, cuestiones que deben ser de lato conocimiento, lo que rebasa la naturaleza de este procedimiento breve y concentrado.

· Esta mayor flexibilidad se refleja también en la falta de formalidades en su interposición, es así que si el afectado no menciona nominalmente la libertad o derecho vulnerado, ello no es excusa para desechar su conocimiento por parte del tribunal: "aunque no se haya invocado ninguna garantía constitucional determinada, precede el recurso de protección si concurren los requisitos establecidos en el art. 20 de la CPR".

PROCEDIMIENTO:

INTERPOSICIÓN:

1. Ante la Corte de Apelaciones en cuya jurisdicción se hubiere cometido el acto o incurrido la omisión arbitraria o ilegal, entendiendo por tal aquella en donde el acto o la omisión producen sus efectos gravosos.

2. Plazo fatal de QUINCE DIAS CORRIDOS, contados desde la ejecución del acto o la ocurrencia de la omisión, o según la naturaleza de éstos, desde que se haya tenido noticia o conocimiento cierto de los mismos.
 Lo que se debe hacer constar en autos.

3. La interposición no requiere mayor formalidad, puede ser interpuesto por cualquiera a nombre del afectado, SOLO ES NECESARIO CUMPLIR CON LOS REQUISITOS PARA COMPARECER EN JUICIO (lo que se denomina capacidad procesal)  aunque no cuente con mandato especial, por escrito en papel simple, y aun por telégrafo o telex.

TRAMITACION:

1. Examen de admisibilidad: una vez interpuesta la acción ante la Corte, ésta realiza un examen de admisibilidad que se refiere a la revisión de los antecedentes de la presentación: si fue interpuesto dentro de plazo y si tiene fundamentos suficientes para acogerlo a tramitación. 

2. Si no se cumplen estos requisitos, la acción se declara INADMISIBLE por resolución someramente fundada e inapelable. Solo procede el recurso de reposición ante la misma Corte, dentro de 3º día.

3. SI ES ACOGIDO A TRAMITACION, la Corte ordenara informar de la manera más rápida posible acerca de los hechos que se le imputan, a la o las personas o autoridad involucradas, quienes son los causantes del acto u omisión agraviante.

4. La Corte ordena a esta parte informar en un plazo breve y perentorio que ella misma fija. El o los recurridos están OBLIGADOS  a evacuar dicho informe dentro de plazo. Si el recurrido pertenece a la administración del Estado y no obedece la orden de la Corte de informar, éste puede ser objeto de sanción administrativa (amonestación privada, censura por escrito, multa a beneficio fiscal, suspensión de funciones hasta por 4 meses).

5. Recibido el informe y antecedentes, o aun sin ellos, la Corte ordenará traer los "autos en relación"
 y se agrega a la tabla del día subsiguiente.

6. El tribunal, cuando lo juzgue necesario, podrá dictaminar "Orden de no innovar".

7. Para mejor acierto del fallo podrán decretarse todas las medidas que el tribunal estime necesarias.

8. La Corte falla de conformidad a las reglas de la SANA CRITICA.
9. La sentencia que se dicte (acoja o deseche el recurso) será APELABLE ante la Corte Suprema.

APELACION:

1. La sentencia debe ser notificada personalmente o por el estado diario a las partes.

2. El plazo para interponer apelación es de CINCO DIAS HABILES, contados desde la notificación de la parte que entabla la acción.

3. Esta apelación deberá contener los fundamentos de hecho y de derecho en que se apoya y las peticiones concretas que se formulen al tribunal.

4. Si no cumple con los requisitos anteriores, la apelación es declarada inadmisible.

5. La Corte Suprema puede decretar todas las medidas que estime necesarias para el mejor acierto del fallo.

6. Tanto la Corte de Apelaciones como la Corte Suprema deben fallar en un plazo de CINCO DIAS HABILES, pero tratándose de las garantías de los numerales 1º, 3º inciso 4º, 12º y 13º la sentencia se expedirá dentro de SEGUNDO DIA HABIL, estos plazos se cuentan des que la causa queda en "estado" 

2.-
ACCION DE AMPARO:
La acción de amparo, también llamada HABEAS CORPUS, constituye un medio jurídico por excelencia destinado a la defensa de la libertad individual y de la garantía de la seguridad individual.

Esta acción tiene sus antecedentes más antiguos en Roma, con el interdicto de homine libero exhibendo, luego en el derecho español en el proceso de "manifestación de personas" y en el derecho anglosajón en el Habeas Corpus Act de 1679. En el ámbito internacional la acción de amparo se encuentra reconocida tanto a nivel de Naciones Unidas (Declaración Universal de Derechos Humanos y Pacto de Derechos Civiles y Politicos), como en el ambito regional americano.

En nuestro país esta acción fue reconocida por 1ª vez en la Constitución de 1833 y actualmente se encuetra regulada en el art. 21 de la CPR, la que se encuentra complementada por las normas del Nuevo Código Procesal Penal y Auto Acordado de la Corte Suprema de 1932, que se encuentra en el apendice del Codigo de Procedimientro Penal (el antiguo).

Por mandato legal conoce de esta accion la CORTE DE APELACIONES respectiva.

La acción de amparo es una ACCION CONSTITUCIONAL cuyo fin es hacer efectiva la garantía de SEGURIDAD INDIVIDUAL y, en consecuencia, el DERECHO A LA LIBERTAD PERSONAL, frente a cualquier privación, perturbación o amenaza ilegítima. 

El supuesto fundamental de esta acción, es decir la causa que amerita el accionar de amparo, consiste en cualquier privación, perturbación o amenaza al alibertad y seguridad individual, y a ello se debe agregar el requsito de la ILEGITIMIDAD
 de esas conductas.

Sus elementos constitutivos son:

· Arresto, detención, prisión o cualquiera otra privación, perturbación o amenaza en el derecho a la libertad personal o seguridad individual.

· La flexibilidad que caracteriza el inicio del procedimiento de amparo se halla en completa armonía con las medidas que puede decretar el juez, para resguardar la libertad del individuo. El tribunal está facultado para decretar todas las diligencias que estime necesarias para restablecer el imperio del derecho y asegurar la debida protección del afectado, ello se traduce en CUALQUIER MEDIDA PROTECTORA, entonces junto con solicitar los informes de rigor, podrá ORDENAR QUE EL INDIVIDUO SEA TRAIDO A SU PRESENCIA
 o comisionar a algun magistrado para que se traslade al lugar donde se encuentra la persona privada de libertad. 

·  Al igual que la acción de protección, este procedimeinto no es apto para ventilar cuestiones de fondo, objeto de juicio de lato conocimiento.

AMPARO PREVENTIVO:

Nuestro ordenamiento constitucional es tan celoso del respeto a la libertad personal que permite la interposición del recurso, con carácter preventivo, ante AMENAZAS a la libertad. Es así como lo ha establecido en inciso tercero del art. 21.

CAPITULO IV

· AMPLIACION DE FACULTADES

· POTESTAD REGLAMENTARIA

· OTRAS FUNCIONES

· Composicion del Senado (art.45, III)

· Composición del T.C (art. 81, I)

· Integrar el Cosena (art. 95)

· Designar Agentes Diplomaticos

· Declaración Estados Excepción (arts. 40 a 42)

· FACULTADES COLEGISLADORAS

· Delegación de Facultades Legislativas (art. 61)

· Iniciativa Exclusiva (art. 62 nº 1 a 6 e inciso final)

· Urgencia Legislativa (art. 71)

· Legislatura Extraordinaria (art.52)

· Rechazo P.de Ley (art. 65)

· Reforma Constitucional

LIMITACIONES

· ARTICULO 24~ART.6º~ART.7 inc.II

· CONTRALORIA GENERAL DE LA REPUBLICA (ART. 87 Y 88)

· TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

· COSENA (ART. 93 Y 95)

· RESPONSABILIDAD DEL ESTADO (ART. 38)

· RECURSO DE PROTECCION (ART. 20)

CAMARA DE DIPUTADOS (ART. 48 Nº 1 Y 2

CAPITULO IV, PARRAFO IV

“LOS ESTADOS DE EXCEPCION CONSTITUCIONAL”

1.
GENERALIDADES


El Constituyente de 1980, partiendo de la base de que todas las constituciones del mundo establecen una normativa especial para enfrentar casos de apuro o anormalidad, estimó procedente que la nueva constitución definiera y contemplara estas denominadas “situaciones de emergencia”, determinando claramente cuales son las garantías o libertades que se pueden restringir o suspender durante la vigencia de un estado de excepción. Es así como por primera vez en nuestra historia jurídico-institucional una constitución le dedica un párrafo especial a regular este tema.


Entendemos por un estado de excepción constitucional, ciertas anormalidades o alteraciones, según sea su gravedad, que conllevan la suspensión del ordenamiento jurídico y constitucional, operando en el intertanto determinados procedimientos especiales, los cuales inciden principalmente en ampliar las facultades de la autoridad política y administrativa para restringir, limitar o suspender los derechos individuales o sociales, en forma transitoria
.


La primera particularidad que debemos advertir en este tema es que la dictación de la Ley Orgánica Constitucional, que regula los estados de excepción, es una facultad del Presidente de la República y no un deber como en los demás casos. Básicamente la discusión de la Comisión de Estudios para la Nueva Constitución (C.E.N.C) se centró en que por una parte la Constitución debe bastarse a sí misma y no dejar entregada esta materia a la regulación legal, salvo aquellos aspectos que se tornen de difícil aplicación y para ciertas interpretaciones que se den en su evolución práctica. Por otro lado, se sustentó que la Constitución solo consagra principios que con posterioridad son regulados por vía legal.


Así establecido, podemos realizar dos conclusiones:

a.
No pueden establecerse otros regímenes de excepción que los contemplados por la Constitución.

b.
La expresión “podrá” del artículo 41 N°9 confiere cierta autonomía en este tema, es decir, es facultad del legislador regularlos, sin embargo, si éste no lo hace, esta normativa se basta a si misma.

2.
ESTADOS DE EXCEPCION CONSTITUCIONAL


La enumeración que realiza el artículo 39, de acuerdo a lo establecido en el punto anterior, es taxativa. Es así como las situaciones de excepción son: guerra externa o interna, conmoción interior, emergencia y calamidad pública. Cada una de ellas conlleva el establecimiento de un estado de excepción.


La C.E.N.C decidió no definir ninguna de ellas, principalmente por dos motivos: en primer lugar, estas situaciones son propias del orden político, por lo que al definirlas con un carácter jurídico, las decisiones del Gobierno podrían ser susceptibles de revisión y control jurisdiccional. En segundo lugar, aquí se regulan imprevistos, y es imposible prever cuales podrían ser los antecedentes que originarían una anormalidad, corriendo el riesgo, consecuentemente, de no contemplar alguna determinada situación, dejando con ello al Ejecutivo y a la autoridad en la indefensión para enfrentar cualquier evento de emergencia nacional.


Pues bien, nos encontramos con que:

a.
a la guerra externa, le corresponde el estado de asamblea;

b.
a la guerra interna o conmoción interior, el estado de sitio;

c.
en casos graves de alteración del orden público, daño o peligro para la seguridad 
nacional, sea por causa interna o externa, el estado de emergencia; y

d.
en caso de calamidad pública, el estado de catástrofe.


El artículo 40 N°5 faculta al Presidente de la República a decretar simultáneamente dos o más estados de excepción, si concurren las causales que permiten su declaración. El constituyente estableció esta norma con el fin de evitar una jerarquización entre cada uno de los estados o que se pudiera estimar una causal como más grave que otra. Además también está facultado para ponerles término en cualquier momento, lo cual consagra su carácter transitorio.

3.
ANALISIS

1.-
ESTADO DE ASAMBLEA: (Artículo 40)


Se declara en situación de guerra externa. Hay guerra externa “cuando formalmente ha sido declarada, es decir por Decreto Supremo del Presidente de la República, con la firma de todos sus ministros, previa autorización de la Ley en la que conste que se ha escuchado al Consejo de Seguridad Nacional.
 Y cuando “existiere de hecho la guerra o se hubiere decretado la movilización para la misma”
.


La C.E.N.C consideró dentro de la expresión “situación de guerra externa”, el ataque exterior, enfrentamientos armados, peligro de invasión, guerra entre terceros estados que puedan comprometer la integridad nacional o poner en peligro la soberanía, enfrentamientos entre fuerzas irregulares extranjeras, sea que vengan o no hacia el país, con patrocinio o no de un Estado extranjero y la obligación inmediata para el país signatario del Tratado Internacional de Asistencia Recíproca de Río de Janeiro de ponerse en beligerancia inmediata aunque ello no implique necesariamente entrar en estado de agresión ni el de guerra propiamente dicho
 .


Precisa aún más en este punto la Ley orgánica constitucional N° 18.415, señalando en su artículo 8, inciso cuarto, que “para decretar el estado de asamblea bastará la existencia de una situación de guerra externa y no se requerirá que la declaración de guerra haya sido autorizada por ley”.


Se decreta por el Presidente de la República, con acuerdo del Consejo de Seguridad Nacional, a través de D.S, con la firma del Jefe de Estado, del Ministro del Interior y del Ministro de Defensa Nacional. Rige desde la fecha de su publicación en el Diario Oficial.


El estado de asamblea podrá declararse por un plazo máximo de 90 días, pero el Presidente de la República podrá solicitar nuevamente su prórroga o su nueva declaración si subsisten las circunstancias que lo motivan.


En lo referente a los derechos esenciales, se debe distinguir entre aquellos que el legislador permite suspender su ejercicio y aquellos que permite solo restringir.


Entenderemos por suspensión de una garantía constitucional cuando temporalmente se impide del todo su ejercicio durante la vigencia de una garantía cuando, durante la vigencia del estado de excepción constitucional. Asimismo, entenderemos por restricción de una garantía cuando, durante la vigencia de una estado de excepción, se limita su ejercicio en el fondo o en la forma
.


Se pueden suspender o restringir:

- La libertad personal

- El derecho de reunión

- La libertad de información y de opinión

- La libertad de trabajo


Sólo pueden restringirse:

- El derecho de asociación y sindicación

- La imposición de censura a correspondencia y comunicaciones

- Disponer requisiciones de bienes y establecer limitaciones al ejercicio del derecho de propiedad.

Algunos alcances:

- Entendemos por requisición aquellos préstamos impuestos por la autoridad, destinados a satisfacer necesidades urgentes de un servicio público, y conllevan la obligación de restituir las especies o bienes que por su medio se obtiene o la de pagar su valor.

- Basta limitar alguno de los atributos del dominio (uso, goce y disposición) para entender que existe una restricción (ver artículos 17 a 21 inclusive de la L.O.C N° 18.415).

- La suspensión de la libertad personal la constatamos por ejemplo en aquellas órdenes de privación de libertad dictadas sin observar lo dispuesto por las normas reguladoras de las garantías de todo detenido o procesado, v.gr: arresto de una persona en su domicilio o en lugares no destinados para tal efecto.

- En cambio, la libertad personal se restringe cuando se dispone el traslado de un punto a otro del territorio nacional o su expulsión o prohibición de ingreso o salida del país o por medidas que restrinjan la libre circulación de los individuos, por ejemplo: toque de queda. En todo caso, estas medidas solo proceden respecto de personas determinadas.

- La medida de traslado dentro del territorio nacional deberá cumplirse en localidades urbanas que reúnan las condiciones que establece la ley, es decir, entre aquellas localidades que se encuentran dentro del radio urbano en que tenga su asiento una Municipalidad.

-  En ningún caso se podrán tomar medidas de restricción respecto de parlamentarios, jueces, miembros del Tribunal Constitucional, de Contraloría General de la República, del Tribunal Calificador de Elecciones.

- Declarado el estado de asamblea, las facultades conferidas al Presidente de la República pueden ser delegadas, total o parcialmente, en los Comandantes en Jefe de las Unidades de las Fuerzas Armadas que éste designe.

- Las atribuciones del Presidente de la república se ejercen mediante Decreto Supremo exento del trámite de toma de razón, firmado por el Ministro del Interior y Ministro de Defensa
.

2.-
ESTADO DE SITIO:


Se declara ante una situación de guerra interna o conmoción interior, por el Presidente de la República, con acuerdo del Congreso Nacional.


El concepto de guerra interna no se encuentra definido ni en la Constitución ni en la ley, sin embargo, podemos estimar que hay guerra interna “ante una situación de grave enfrentamiento entre sectores de la comunidad nacional, que luchan por la consecución del poder o por determinadas reivindicaciones, al margen de la legalidad”
.


La C.E.N.C señaló que hay conmoción interna no sólo al enfrentarse fuerzas rebeldes o sediciosas con la fuerza pública, sino también al ocurrir acciones, amenazas o presiones de tal naturaleza que puedan trastornar significativamente el orden institucional y económico
.


El Congreso debe pronunciarse acerca del requerimiento que realiza el Presidente, dentro de 10 días contados desde que se solicita su consideración, por la mayoría de sus miembros. En todo caso, podrá dejarlo sin efecto en cualquier momento por la mayoría absoluta de los miembros en ejercicio de cada cámara.


El Congreso se entenderá siempre convocado de pleno derecho para conocer de la declaración de estado de sitio. Sin embargo, el Presidente de la República, previo acuerdo del Consejo de Seguridad Nacional, podrá aplicar el estado de sitio mientras se pronuncia el Congreso.


Se declara por Decreto Supremo firmado por el Presidente de la República y los Ministros del Interior y Defensa Nacional. Comienza a regir desde su publicación en el Diario Oficial.


La declaración tendrá una vigencia de 90 días, para todo o parte del territorio nacional, sin perjuicio de ello el Presidente de la República puede solicitar su prórroga.


Medidas que se pueden adoptar:

a. Trasladar personas de un punto a otro del territorio nacional, sólo a localidades urbanas.

b. Arrestar personas en sus propias casas o en lugares que no sean cárceles ni en otros que no están destinados a la detención o prisión de reos comunes.

c. Se podrá suspender o restringir el ejercicio del derecho de reunión.

d. Se podrá restringir el ejercicio de la libertad de locomoción.

e. Se podrá restringir la libertad de información y de opinión.


En relación a las medidas adoptadas durante el estado de sitio, tenemos la siguiente precisión:

1. Si el estado fuere prorrogado, las medidas adoptadas en su virtud se mantendrán durante la prórroga.

2. Cuando el estado de sitio se hubiere decretado con acuerdo del Consejo de Seguridad Nacional, éstas quedarán sin efecto si en definitiva el Congreso Nacional rechaza la proposición para que continúe en vigor.

3.-
ESTADO DE EMERGENCIA:


Se declara en caso de grave alteración del orden público, daño o peligro para la seguridad nacional, sea por causa de origen interno o externo. Lo decreta el Presidente de la República, con acuerdo del Consejo de Seguridad Nacional, en todo o parte del territorio nacional.


Las causales que dan lugar a este estado de excepción son bastantes amplias, de lo cual podemos inferir que el concepto de “emergencia” utilizado por la C.E.N.C engloba una gran gama de posibilidades o imprevistos. Las emergencias, se acotó, no se fundan sólo en causa políticas, sino también económicas, sociales, científicas, técnicas, etc.. Por lo tanto, el objeto de este régimen es dotar a la autoridad de una serie de instrumentos jurídicos idóneos para enfrentarlas.


Al igual que en los casos anteriores, rige desde su publicación en el Diario Oficial. El Decreto Supremo debe ser firmado por el Jefe de Estado, el Ministro del Interior y el Ministro de Defensa Nacional. Su máxima duración es 90 días y puede declararse nuevamente si se mantienen las circunstancias que motivaron su declaración, lo cual es distinto a una prórroga como sucede en el caso del estado de sitio, sobretodo en lo que dice relación con las medidas adoptadas, ya que éstas, al declararse nuevamente el estado de emergencia, deben ser confirmadas por la autoridad competente para que subsistan, en caso contrario, éstas ya no pueden tener vigor.


Durante el estado de emergencia se puede solamente restringir:

a. Libertad de locomoción

b. Derecho de reunión.

4.-
ESTADO DE CATASTROFE:


El estado de catástrofe se declara en caso de calamidad pública, por el Presidente de la República, con acuerdo del Consejo de Seguridad Nacional.


Entendemos por calamidad pública aquellos fenómenos que por causas naturales o humanas, produzcan o pueden producir grave daño a la población o la seguridad nacional.


No sólo la zona afectada puede ser declarada en estado de catástrofe, sino cualquiera otra que lo requiera para ir en auxilio de ella. En un momento dado una situación de emergencia que afecte a determinada región puede exigir colaboración o sacrificios de otras regiones que no hayan sido afectadas, especialmente en el caso de un estado de catástrofe, después de producido, naturalmente, en que será necesario imponer ciertas restricciones a los derechos y garantías
.


Puede declararse estado de catástrofe por un plazo máximo de 90 días, pero el Presidente de la República podrá solicitar nuevamente su prórroga o su nueva declaración si subsisten las circunstancias que lo motivan (artículo 8, inciso primero).


Rige desde la publicación en el Diario Oficial del respectivo Decreto Supremo firmado por el Presidente de la República, Ministro del Interior y de la Defensa Nacional.


Durante este régimen el Presidente de la República tiene las siguientes facultades:

a. Restringir la circulación de las personas y el transporte de mercadería.

b. Restringir la libertad de trabajo, información. opinión y reunión.

c. Disponer requisiciones de bienes y establecer limitaciones al ejercicio del derecho de propiedad.

d. Adoptar las medidas extraordinarias de tipo administrativo que estime necesarias para enfrentar la catástrofe.
CAPITULO V

CONGRESO NACIONAL

El Parlamento o Congreso Nacional es un órgano colegiado, político, de carácter representativo de la voluntad popular, que como órgano del Estado desarrolla funciones legislativas y de control o fiscalización de los actos del Gobierno y la Administración del Estado, de acuerdo con la Constitución y dentro de un marco conferido por un Gobierno democrático.

FUNCIONES GENERALES:

a) LEGISLATIVA: La función legislativa o de creación de normas jurídicas es realizada por medio del Congreso Nacional, como órgano representativo de la voluntad ciudadana. Producto del desarrollo del estado de Derecho contemporáneo, junto a esta función legislativa, encontramos la potestad reglamentaria del ejecutivo y el reconocimiento constitucional de la facultad de dictar disposiciones administrativas sobre materias de ley con autorización parlamentaria (D.F.L). Con ello, la función legislativa se reduce a una participación en solo una parte de la creación de normas que integran el ordenamiento jurídico. Por otro lado, debemos tener en cuenta también las facultades del Gobierno en el proceso de formación de la ley, que son bastantes.

b) INTEGRADORA: A través del Parlamento, el sistema político democrático permite integrar a todas las fuerzas políticas de importancia que acepten los principios básicos y los procedimientos del juego democrático. De acuerdo con ello, en el Parlamento debe asegurarse una participación adecuada de las minorías (~art. 1º inciso final, parte final “...asegurar el derecho de las personas a participar con igualdad de oportunidades en la vida nacional”.)

c) FISCALIZADORA: Es una de las más importantes en los Parlamentos modernos, al decrecer la función legislativa. Esta función tiene por objetivo manifestar las divergencias con el actuar del ejecutivo: por ejemplo: a través de solicitud de informes al Gobierno o a órganos administrativos; aprobación de los medios financieros para la ejecución de la labor del Gobierno y su programa a través del análisis y aprobación del Presupuesto Nacional; preguntas, interpelaciones u horas de incidentes (debate parlamentario); creación de Comisiones Investigadoras; acceso a la opinión publica con el fin de influir en el cuerpo político de la sociedad o en la votación de una iniciativa del Gobierno.; ratificar nombramiento de algunos funcionarios públicos; aprobar tratados internacionales; autorizar la salida de tropas nacionales o la entrada de tropas extranjeras.

d) FINANCIERA: El Parlamento interviene en toda la vida económica del Estado: autorizando la recaudación de ingresos y la realización de gastos; analiza la forma como se va ejecutando el presupuesto.

e) JURISDICCIONAL: Se refiere a la facultad de acusar constitucionalmente a ciertos funcionarios por la comisión de determinados delitos o por incurrir en cierto  tipo de abusos.

La Cámara de Diputados y el Senado son dos cuerpos colegiados que conforman un mismo órgano complejo, tanto una y otra rama, como el Congreso en su unidad son “autoridades” en las que la Nación delega el ejercicio de su soberanía (Art. 5º)
.

Junto a la normativa constitucional, se rige además por la LOC Nº 18.918, de 05 de febrero de 1990, y los Reglamentos de cada una de las Cámaras.

Desde la Constitución de 1822 el constituyente considera la existencia de un poder legislativo denominado Congreso Nacional, de carácter bicameral: una Cámara de Diputados y un Senado.

La CENC
 mantuvo dicha denominación y estructura considerando los siguientes aspectos:

1. Es un órgano de carácter tradicional en nuestro país y la experiencia que hemos tenido es positiva, lo que no significa por cierto desconocer las deficiencias y excesos cometidas en el pasado.

2. Para una democracia moderna como la que se pretende implementar en nuestro país, es necesaria la existencia de un Parlamento como expresión de un justo y conveniente equilibrio de fuerzas políticas. Dicho equilibrio se plasma además en la existencia de dos cámaras: una Cámara de Diputados, renovadora, política, fiscalizadora y representativa y un Senado: moderador, nacional, revisor y consejero.

3. El sistema bicameral impide una tiranía colectiva.

4. Una segunda cámara constituida de una manera diferente, que tienda a asegurar la idoneidad, sirve de freno contra una legislación apresurada e irreflexiva.

5. La existencia de dos cámaras contribuye a evitar o atenuar los conflictos que se pueden producir entre Parlamento y Gobierno.

	Paralelo:
	Cámara de Diputados
	Senado

	Origen
	Íntegramente electiva (Art.43)
	Parcialmente electiva (Art.45)

	Miembros
	120 (Art. 43)
	Distinción:

· 38 miembros de elección popular (Art. 45, inc.1)

· 9 designación (Art. 45, inc.3)

· ExPdtes. De la Rep., cuyo Nº es variable (Art. 45, inc. 3 letra a)

	Bases de elección
	Por distritos electorales, dos por cada uno de ellos
 (Art. 43, inc.1)
	Distinción (Art.45):

· 2 por cada una de las circunscripciones electorales

· 9 designados por distintas instituciones

· ExPdtes. De la Rep. Que hayan desempeñado el cargo durante 6 años en forma continuada, salvo que hubiesen sido acusados por la Cámara de Diputados.

	Mandato
	4 años (Art. 43)
	Distinción:

· 8 años, tanto los senadores elegidos como los designados (Art. 45)

· Vitalicios, los exPdtes. De la República.

	Renovación
	Total, cada cuatro años (Art. 43, inc.2)
	Distinción:

· Parcial, cada 4 años: para los miembros elegidos por votación popular (Art. 45, inc.2)

· Total, cada 8 años: para los miembros designados (Art. 45, inc.4)

· Vitalicios, no hay renovación. Se mantienen en su cargo hasta su muerte o dimisión.

	Edad mínima de ingreso
	21 años (Art. 44)
	40 años 

	Materias de origen exclusivo
	Art. 62, inc.2

· Leyes sobre tributos de cualquier naturaleza 

· Presupuesto de la Adm. Pública

· Reclutamiento 


	Art. 62 inc.2

· Leyes de Amnistía

· Leyes sobre indultos generales

	Atribuciones exclusivas
	Art. 48

· Fiscalizar los actos de Gobierno

· Acusar en Juicio Político
	Art. 49

· Juzgar en Juicio Político

· Permitir el ejercicio de la responsabilidad civil de los Ministros de Estado

· Conocer de ciertas contiendas de competencias

· Otorgar rehabilitación de ciudadanía

· Consentir en algunos actos del P. De la R.

· Autorizar la ausencia del país del P. De la R.

· Declarar la inhabilidad del P. De la R. O aceptar su dimisión.

· Aprobar la sentencia del Tribunal Constitucional que hace responsable al Pdte. De los hechos que han producido la declaración de inconstitucionalidad de organizaciones políticas y dar su dictamen cuando el Presidente lo consultare.


SENADORES DESIGNADOS: (Art. 45, inciso 3, letra b, c, d, e, f)

Estos senadores no son de elección popular y son designados por otros órganos del estado, son habitualmente denominados senadores institucionales, lo que configura un error, ya que todos los senadores son institucionales. Ellos son:

1. Dos ex Ministros de la Corte Suprema, elegidos por ésta en votaciones sucesivas, que hayan desempeñado el cargo al menos por dos años.

2. Un ex Contralor de la República, elegido por la Corte Suprema.

3. Un ex Comandante en Jefe del Ejercito, de la Armada, de la Fuerza Aérea y General Director de Carabineros, todos ellos designados por el COSENA.

4. Un ex Rector de Universidad estatal o reconocida por el Estado, designado por el Presidente de la República.

5. Un ex Ministro de Estado, designado por el Presidente de la República.

Como ya se mencionó los senadores designados duran 8 años en sus cargos, y la designación de ellos se efectuará cada 8 años, dentro de los 15 días siguientes a la elección de senadores correspondientes.

La Constitución fortalece la primacía del Senado por sobre la Cámara de Diputados, ejemplos:

· El Pdte. Del Senado dirige el Congreso Pleno y recibe el juramento o promesa del Presidente electo (Art. 27)

· Está facultado para convocar a legislatura extraordinaria (Art.52)

· Es llamado a subrogar (antes que el Pdte de la Cámara de Diputados) al P. De la República o al Pdte. Electo (Art. 28 y 29)

· Integra el COSENA (Art. 95)

· El Senado da su acuerdo para el nombramiento del Contralor General (Art. 87, inc.2)

· El Senado elige a un miembro del Tribunal Constitucional (Art. 81, letra d)

· Declara la inhabilidad, acepta la renuncia, aprueba la sanción del Jefe de Estado y dictamina cuando éste lo consulta (Art. 49, Nº 7-8 y 10)

· Se exige su acuerdo para el nombramiento del Fiscal Nacional y de los Ministros y Fiscales Judiciales de la Corte Suprema.

FORMAS DE ACTUACION DEL CXONGRESO NACIONAL:

El Congreso actúa principalmente como órgano colegislador, en conjunto con el Presidente de la República. Así, puede actuar como:

a) Mediante la colaboración entre las cámaras y el P. De la R., integrando el Poder Legislativo, de acuerdo con las reglas de formación de las leyes.

b) Como Congreso Pleno, en la apertura de legislatura ordinaria, al recibir el juramento o promesa del Presidente electo (Art. 27), en la eventualidad de tener que elegir al Jefe de Estado (Art. 29, inc.3) y en la ratificación del proyecto de reforma constitucional (Art. 117).

c) Simplemente como Congreso, cuando ambas cámaras, actuando separadamente, buscan concordar en decisiones calificadas como de la esfera de sus atribuciones exclusivas, sin la intervención del Pdte. De la República: aprobación de tratados internacionales (art. 50 Nº 1), declaración de estado de sitio (arts. 40 Nº 2 y 50 Nº 2) y al indulto de un funcionario que el Senado haya condenado en juicio político (Art. 32 Nº 16)

d) Cuando cada cámara, actuando separadamente, en forma autónoma, ejercen sus atribuciones en la esfera de sus competencias: dictar sus reglamentos (Art. 53), elegir su mesa directiva, dar permisos de ausencia a sus miembros (Art. 56, inc. 3) o al Presidente de la República (Art. 49 Nº 6) o a los funcionarios que han sido objeto de acusación ante la cámara (Art. 49 nº 2, inc.3), al clausurar los debates (Art. 53) y al proveer vacancia de los parlamentarios (Art. 47).

REQUISITOS PARA SER ELEGIDO DIPUTADO O SENADOR:

(condiciones de elegibilidad o inhabilidad absoluta)

a) ser ciudadano con derecho a sufragio

b) tener cumplidos 21 años (diputados) o 40 años (senadores)

c) haber cursado enseñanza media o equivalente

d) tener residencia en la región a que pertenece el distrito o circunscripción electoral correspondiente por un plazo no inferior a dos años contados hacia atrás desde el día de la elección.

Estos requisitos deben ser cumplidos al día de la elección.

PROHIBICIONES PARLAMENTARIAS:

Las prohibiciones o inhabilidades relativas afectan a personas que poseyendo los requisitos de elegibilidad no pueden ser elegidos por estar ejerciendo ciertos cargos o encontrarse en determinadas situaciones. Son: Art. 54

· Ministros de estado

· Intendentes, gobernadores, alcaldes, miembros de consejos regionales y concejales

· Miembros del Consejo del Banco Central

· Magistrados de los tribunales superiores de justicia y los jueces de letras

· Miembros del Tribunal Constitucional, del Tribunal Calificador de Elecciones y de los tribunales electorales regionales.

· Contralor General de la República

· Las personas que desempeñan un cargo directivo de naturaleza gremial o vecinal

· Las personas naturales y gerentes o administradores de personas jurídicas que celebren o caucionen contratos con el Estado

· Fiscal Nacional, fiscales regionales y fiscales adjuntos del Ministerio Público.

El objeto de esta norma es asegurar la independencia del elegido con relación a los intereses económicos capaces de coartar su libertad o la fuerza de propósitos necesarios para el ejercicio de los cargos de representación popular en democracia.

Este articulo contiene una enumeración taxativa, por lo que el legislador no puede incorporar nuevas inhabilidades, como asimismo, al ser prohibiciones deben ser interpretadas restrictivamente.

Estas inhabilidades se aplicarán a quienes hubieren tenido las calidades o cargos señalados dentro de los dos años inmediatamente anteriores a la elección..

INCOMPATIBILIDADES:

Estas afectan a los ciudadanos que hayan sido elegidos miembros del Congreso Nacional, pero que para poder incorporarse deben renunciar a los cargos considerados incompatibles por la Constitución. Artículo 55.

Solo se exceptúan los empleos docentes y las funciones o comisiones de igual carácter de la enseñanza superior, media y especial.

INCAPACIDADES:

Son prohibiciones de nombramiento de los parlamentarios para determinadas funciones. Art. 56.

El efecto de la incapacidad es producir la nulidad del nombramiento que recae en la persona a ella afecta, como aplicación del principio general de nulidad en derecho público, establecido en el Art. 7 de la Constitución.

CAUSALES DE CESACIÓN EN EL CARGO DE PARLAMENTARIO:

Art. 57

· Conclusión del mandato

· Muerte

· Ausencia del país por más de 30 días, sin permiso previo de la Cámara, o en receso de ella, por su Presidente

· Celebración o caución de contratos con el Estado

· Actuar como abogado o mandatario en cualquier clase de juicio contra el Fisco

· Actuar como procurador o agente en gestiones particulares de carácter administrativo, en la provisión de empleos públicos, conserjerías, funciones o comisiones de similar naturaleza.

· Ejercitar cualquier influencia ante las autoridades administrativas o judiciales a favor o representación del empleador o de los trabajadores en negociaciones o conflictos laborales, sean del sector públicos o privados.

· Actuar e intervenir en actividades estudiantiles, cualquiera que sea la rama de la enseñanza, con el objeto de atentar contra su normal desenvolvimiento.

· Incurrir o haber incurrido en contravenciones al Art. 19 Nº 15

· El que de palabra o por escrito incite a la alteración del orden Público o propicie el cambio del orden jurídico institucional por medios distintos de los establecidos por la constitución, o que comprometa gravemente la seguridad y el honor de la nación.

· El que durante sus funciones pierda algún requisito general de elegibilidad o incurra en causal de inhabilidad.

FORMA DE PROVEER LAS VACANTES DE SENADORES Y DIPUTADOS:

Art. 47 incisos 3 y 4

La técnica para proveer las vacancias en ambas cámaras del Congreso es la adecuada en esta materia, ya que es respetuosa del cuerpo electoral, es decir que el cargo pudiere ser llenado con el candidato de la misma lista electoral de quien dejo el cargo, obteniendo el más alto Nº de votos. Esta norma fue modificada por la reforma constitucional de 1989.

Existen dos reglas:

1.- La primera regla de reemplazo de las vacantes que se produzcan en cualquier tiempo, se proveerán con el ciudadano que habiendo integrado la lista electoral del parlamentario que ceso en el cargo, habría resultado elegido si a esa lista hubiere correspondido otro cargo.

2.- En caso que esta norma no sea aplicable, y faltan más de dos años para el termino del periodo que ceso en el cargo, la vacante será proveída por la Cámara que corresponda, por mayoría absoluta de sus miembros en ejercicio, de entre los incluidos en una terna propuesta por el partido a que perteneciere quien motivo la vacante.

Esta segunda regla introduce por primera vez en nuestra Constitución un mandato programático de los parlamentarios, fortaleciendo el rol de los partidos políticos.

El nuevo parlamentario durara en funciones hasta el termino del mandato.

Los parlamentarios independientes que mantuvieren esa calidad a la fecha de originarse la vacante no serán reemplazados, a menos que hubieren postulado integrando listas en conjunto con un Partido Político, en cuyo caso se aplica la regla primera.

El inciso quinto del Art. 47 establece expresamente que NO PODRAN REALIZARSE ELECCIONES COMPLEMENTARIAS.

INMUNIDADES Y PRIVILEGIOS PARLAMENTARIOS:

Las inmunidades parlamentarias son los privilegios que la constitución establece a favor de los parlamentarios, con el doble objetivo de asegurar la independencia del Congreso y de asegurar a sus miembros una completa libertad de acción.

Están dotados de un status jurídico especial que comprende:

1) INVIOLABILIDAD PARLAMENTARIA O INMUNIDAD LEGAL: Esta ventaja es el fruto de muchas luchas entre las Asambleas Parlamentarias y el Poder Ejecutivo, la que culmino con una derogación expresa del derecho común a favor de los parlamentarios.

Su consagración la encontramos en el Bill Of Rigths de 1689, el que les entregaba como garantía la libertad de palabra, debate y procedimientos en el Parlamento, lo que implicaba que no podían ser objeto de una acusación o cuestionados por algún Tribunal fuera del Parlamento.

Este principio se encuentra a su vez establecido en el Art. 58 inciso 1 de la Constitución. Esta norma modifica considerablemente la norma recogida en la Constitución de 1925, en la cual se establecía que “los diputados y senadores son inviolables por las opiniones que manifiesten y los votos que emitan en el desempeño de sus cargos”.

Como se aprecia, se restringe bastante el ámbito de acción de la norma, ya que hoy en día la inviolabilidad solo se limita a las opiniones vertidas en las sesiones de sala o comisión.

Naturaleza jurídica de las inviolabilidades: existen dos teorías:

· La teoría de la antijuridicidad, que supone admitir que para el ordenamiento jurídico no constituye delito el hecho que provoca su aplicación, ya que se ha ejercido un derecho reconocido que no puede en cuanto tal, producir un ilícito.

· Existe una causa de exclusión personal de la pena, es decir el hecho configura un delito, pero no produce responsabilidad penal del parlamentario, pero sí los demás efectos del delito (responsabilidad civil y disciplinaria)

Se debe tener claro que la inviolabilidad protege de las opiniones y votos emitidos en el ejercicio de las funciones oficiales de los parlamentarios, no las producidas al margen de ellas.

2) FUERO PARLAMENTARIO: resguarda la función legislativa que puede verse entorpecida. Esta consagrada en el Art. 58, incisos 2, 3 y 4.

El parlamentario solo en caso de delito flagrante puede ser detenido o arrestado, siendo puesto inmediatamente a disposición de la Corte de Apelaciones con la información sumaria respectiva.

En los demás casos no puede ser detenido, sino que se debe realizar el PROCESO DE DESAFUERO, Arts. 412 a 417 del Nuevo Código Procesal Penal.

En virtud del cual la Corte de Apelaciones de la jurisdicción respectiva debe declarar que ha lugar a formación de causa para que pueda continuar un proceso en contra de un parlamentario.

El desafuero es previo para la formación de causa contra un parlamentario.

Desde el momento en que se dicta sentencia firme y ejecutoriada, el parlamentario queda suspendido de sus funciones y sujeto al juez competente. Si se dicta sentencia absolutoria o sobreseimiento definitivo, recuperara el parlamentario el ejercicio de su función.

El fundamento y finalidad de la inmunidad es asegurar la independencia de las cámaras.


3)
DIETA PARLAMENTARIA: Art. 59

FUNCIONAMIENTO DEL CONGRESO

El Congreso Nacional tiene dos formas de funcionamiento:

LEGISLATURA ORDINARIA: entre el 21 de mayo y el 18 de septiembre de cada año.

LEGISLATUIRA EXTRAORDINARIA: convocada por el Presidente de la República dentro de los 10 últimos días de una legislatura ordinaria o durante el receso parlamentario.

Si el P. De la R. No convoca a legislatura extraordinaria, el Congreso puede autoconvocarse a través del Pdte. Del Senado y a solicitud de la mayoría de los miembros en ejercicio de cada una de las cámaras.

La auto convocatoria solo procede durante el receso parlamentario y siempre que no haya sido convocado por el Presidente de la Rep. 

Si el Congreso es convocado a legislatura extraordinaria por el P. De la R., éste solo podrá ocuparse de los asuntos legislativos o de los tratados internacionales que éste incluya en la convocatoria.

Si el Congreso es convocado a legislatura extraordinaria por el Pdte. Del Senado, podrá ocuparse de cualquier materia de su incumbencia.

Quórum para sesionar: 1/3 de los miembros de la respectiva cámara, en ejercicio. Art. 53.

Las sesiones del Congreso pueden ser:

a) ORDINARIAS: en días y horas predeterminadas

b) EXTRAORDINARIAS: en otros días y horas

c) ESPECIALES: en días y horas especiales, para cumplir un objeto determinado.

ATRIBUCIONES:

1.- FUNCION C OLEGISLADORA, junto al P. De la R.

2.- EXCLUSIVAS DE CADA CAMARA

3.- ATRIBUCIONES DEL CONGRESO

1.
Ver documento aparte

2.1 ATRIBUCIONES DE LA CAMARA DE DIPUTADOS: art. 48

N° 1: Fiscalizar los actos de Gobierno (todas las subfunciones del Gobierno. Art. 8, LOC)

N° 2: Declarar si ha o no lugar en acusaciones contra las siguientes personas:

· Presidente de la República

· Ministros de Estado

· Magistrados de Tribunales Superiores de Justicia

· Contralor General de la República

· Generales o Almirantes

· Intendentes y  Gobernadores

Tramitación de las Acusaciones Constitucionales:

Se tramitan de acuerdo al art. 37 y ss. De la LOC. Por escrito, se da cuenta de su presentación en la sesión de la C. De D. Más próxima.

La Cámara elige de entre sus miembros y con exclusión del o los Diputados acusadores, a una COMISION integrada por 5 Diputados.

Esta Comisión se encarga de notificar al afectado la presentación de la acusación constitucional.

El acusado tiene derecho a una defensa personal, por escrito, dentro de los 10 días ss. A la notificación.

Junto a lo anterior se debe comunicar a la autoridad administrativa correspondiente.

La Comisión estudia la acusación y en un plazo de 6 días se pronuncia acerca de ella, en un informe que es presentado a la sala de la Cámara de Diputados, la que inicia su discusión en sesiones diarias a las que es citado el acusado.

Se discute como cuestión previa la presentación en conformidad a la Constitución y la Ley (examen de admisibilidad).

Luego de ello se inicia el debate, para luego votarla.

Si la acusación es aceptada (HA LUGAR), se nombra una comisión de tres Diputados para que la formalice y prosiga ante el Senado. Otro efecto de esta declaración es la suspensión en el cargo del acusado.

Aprobada la acusación, ésta se comunica al Senado y al afectado.

El Senado decide como jurado, en sesiones diarias donde se cita al acusado, para luego ser votada.

La declaración de culpabilidad deberá ser pronunciada por los dos tercios de los senadores en ejercicio cuando se trate de una acusación en contra del P. De la R. Y por la mayoría de los senadores en ejercicio en los demás casos.

El resultado se comunica al acusado, a la Cámara de Diputados y según corresponda al Presidente de la República, Corte Suprema y Contralor y además se remiten los antecedentes al Tribunal ordinario competente. Otro efecto de esta declaración de culpabilidad el acusado queda destituido de su cargo, y no podrá desempeñar ninguna función publica, sea o no de elección popular, por 5 años.

La acusación constitucional puede ser interpuesta en contra de Ministros, Magistrados, Generales e Intendentes, mientras estén en funciones y hasta los tres meses siguientes al termino de su mandato. Al ser notificado de la acusación estos funcionarios no pueden ausentarse del país sin permiso de la cámara.

La acusación constitucional en contra del P. De la R. Debe ser votada por la MAYORIA DE LOS DIPUTADOS EN EJERCICIO. En los otros casos será votada por la mayoría de los DIPUTADOS PRESENTES. 

2.2 ATRIBUCIONES DEL SENADO: art. 49

· Conocer de las acusaciones constitucionales.

· Decidir si ha o no lugar a la admisión de acciones judiciales contra algún Ministro de Estado

· Conocer contiendas de competencias.

· Rehabilitación de ciudadanía

· Prestar o negar consentimiento a actos del P. De la R.

· Otorgar acuerdo para que el P. De la R. Pueda ausentarse por mas de 30 días o en los últimos 90 días de su periodo.

· Aprobar la declaracion del Tribunal Constitucional, en virtud del art. 82 N° 7

· Aprobar, en sesión especial, con el voto de los dos tercios de los senadores en ejercicio, la designación de los ministros y fiscales judiciales de la Corte Suprema y del Fiscal Nacional.

· Dar su dictamen al Presidente de la Republica en los casos en que este lo solicite.

Cabe señalar que el Senado y sus comisiones, no pueden realizar actividad fiscalizadora.

3.- ATRIBUCIONES DEL CONGRESO: 

· Tomar conocimiento de la proclamación del TRICEL (art. 27 inc. 3) (transmisión del mando presidencial)

· Llenar la vacante del Presidente de la república si faltan menos de 2 años para que se cumpla el mandato de quien produce la vacante. (art. 29 inc.3)

· Tomar conocimiento y votar sin debate el proyecto de reforma constitucional aprobado por ambas cámaras (art. 117 inc. 1 y 2)

· Aprobar o desechar tratados internacionales (art. 50 n° 1)

· Pronunciarse sobre el estado de sitio (art. 50 N° 2)

CAPÍTULO VI
PODER JUDICIAL

· La Constitución radica la función jurisdiccional  en el Poder Judicial y le reconoce privativamente a éste su ejercicio.

· La función jurisdiccional requiere para su ejercicio, la existencia de un Poder independiente de toda otra autoridad en el Estado-Nación, tanto en lo económico como en lo operativo, lo cual abarca:

a- Génesis

b- Organización

c- Competencia

d- Procedimiento

e- Imperio

f- Inamovilidad de sus miembros

g- Responsabilidad de sus miembros

-   Funcionalmente, la labor jurisdiccional incluye además:

h- Conocimiento                                                 

i- Decisión                                                         

j- Cumplimiento de las resoluciones dictadas  

· La labor jurisdiccional comprende la capacidad de impartir justicia sobre la base y dentro del marco jurídico y de fijar el sentido y alcance de las normas jurídicas.

· En el Capítulo VI se conservan en líneas generales las normas de la Constitución de 1925, con la novedad de que se refuerza la independencia del Poder Judicial al otorgársele la facultad de impartir órdenes directas a la fuerza pública para hacer cumplir sus resoluciones, sin que la autoridad requerida pueda calificar el fundamento u oportunidad ni la justicia o legalidad de la resolución que se trata de ejecutar. 

· INDEPENDENCIA – ART.73, inciso I-III-IV-; ART. 4 y ART.12 COT

· LEGALIDAD ART. 73 inciso I- ART. 1º C.O.T.

· Reclamada la intervención de los Tribunales de Justicia en forma legal y en negocios de su competencia, no pueden excusarse de ejercer autoridad, ni aun por falta de ley que resuelva la contienda o asunto sometido a su decisión.

-    INEXCUSABILIDAD Art.73, inciso II.

· La ley orgánica del Poder Judicial, sólo puede ser modificada  oyendo previamente a la Corte Suprema  (Art.74).

-    Nombramientos  Art. 75                             

     C.S. 21 ministros. (Requisitos 75, inc. III)

     C. Apelaciones   La Serena – 7

     C. Apelaciones   Santiago   - 25

-    Organización:    Art. 5º C.O.T.

      C.S.        Tribunales especiales – Juzgado de Letras de menores

      C. Apelaciones     Juzgado de Letras del trabajo

       Juzgado de Letras   - Tribunales Militares 

1- Ministros y fiscales
 de la Corte Suprema se nombran de una quina, formada por la propia Corte, los nombra el Presidente de la República con acuerdo del Senado (2/3 de los miembros en ejercicio) en sesión especial convocada al efecto. Si el Senado no aprueba el nombre propuesto por el Presidente de la República, la Corte Suprema debería completar la quina proponiendo un nuevo nombre en sustitución del rechazado, hasta que se apruebe un nombramiento 5 v/s 16.

2- Ministros y fiscales de las Cortes de Apelaciones, son designados por el Presidente de la República, a propuesta de una terna hecha por la Corte Suprema.

3- Jueces Letrados son designados por el Presidente de la República a propuesta de una terna hecha por las Cortes de Apelaciones de la jurisdicción respectiva.

· Corte de Apelaciones y Corte Suprema hacen ternas o quinas en pleno.

· Los Ministros Suplentes nombrados lo hace la Corte Suprema o la Corte de Apelaciones.

· Art.76 relacionar Art.13 (responsabilidad)

-    Art.77   INAMOVILIDAD

Remoción  - Renuncia – Jubilación – Incapacidad legal sobreviviente.

Art.77 inciso II

 Relacionar fuero Art.78

· Facultades disciplinarias Corte Suprema Art.79 relaciona  Amplia Competencia Corte Suprema.

Superintendencia directiva – correccional y económica. Art.3 C.O.T.

· Facultades conservadoras: Recaen en la Corte Suprema. Su actuación está orientada a velar por la Constitución y las leyes, cuida o vela por el respeto del principio de legalidad y Supremacía Constitucional. Por ejemplo: recurso de inaplicabilidad, recurso de casación en el fondo (materia civil).

· Facultades disciplinarias : (Art. 540 C.O.T, inciso II). Vela por el buen comportamiento de los miembros del Poder Judicial.

Principio Probidad (Art.77, inciso IV)

Jurisdicción disciplinaria (Art.79, inciso II) Procedimiento a que da lugar. Recurso de quejas- Queja disciplinaria (Art.545 y ss C.O.T) Visitas inspectivas.

Título XVI C.O.T.    Art. 530 en adelante.

· En razón de la facultad correccional la Corte Suprema puede, siempre que notare que algún juez o funcionario del orden judicial ha cometido un delito que no ha recibido la corrección o el castigo que corresponda según la ley, reconvertir al tribunal o autoridad que haya dejado impune el delito a fin de que le aplique el castigo o corrección debida. Puede también amonestar a las Cortes de apelaciones o censurar su conducta cuando alguno de estos tribunales ejerciere de modo abusivo las facultades discrecionales que la ley le confiere.

· Facultades económicas: Dicen relación con la agilidad y principio económico procesal. Específicamente con la facultad de la Corte Suprema de dictar AUTOS ACORDADOS para especificar la tramitación de algún asunto, ejemplo: protección – indemnización por error judicial.

-   Recurso de inaplicabilidad por inconstitucionalidad 

-   Competencia de la Corte Suprema:
a- Conoce de oficio o a petición de parte en materias o asuntos sometidos a su decisión.

b- Es facultativo.

c- Sólo respecto de casos particulares

Consecuencias: Se puede decretar la suspensión procesal

· Limitación a las facultades de la Corte Suprema, relacionar Art. 83, inciso final.

· Resulto por el tribunal que un precepto legal determinado es constitucional, la Corte Suprema no podrá declararlo inaplicable por el mismo vicio que fuera materia de la sentencia del Tribunal.

CAPITULO VII
TRIBUNAL CONSTITUCIONAL

FIN:
Dirimir los conflictos que se produzcan entre los poderes ejecutivo y legislativo, y velar por el principio de Supremacía Constitucional en resguardo de los derechos de la persona humana-

MODELOS: Anglosajón (judicial review)

     Continental-europeo (Kelsen)
EVOLUCIÓN EN CHILE:

 Constitución de 1925

 Reforma de 1970

 Constitución de 1980

Evolución de la doctrina:

· Estado Legal de Derecho

· Estado Constitucional de Derecho

· Supremacía constitucional

Poder constituyente-poder constituido

Constitucionalismo: por el cual vela el TC
JUSTICIA CONSTITUCIONAL

Defiende de los excesos de competencias del Estado

Protege la estabilidad del sistema

Competencias: defensa de los derechos fundamentales; control de constitucionalidad de las leyes y resolución de conflictos constitucionales

Naturaleza jurídica

Jurisdicción constitucional chilena:

-
diseminada y carente de unidad y certeza

1) T.C

2) C.S

3) Jueces de Letras

4) Cortes de Apelaciones

5) Senado de la República

6) C.G.R

INTEGRACIÓN: Art. 81

-
tres ministros......................C.Suprema

-
1 abogado..........................P.de la R

-
2 abogados.........................COSENA

-
1 abogado..........................Senado

DURACIÓN

PRIVILEGIOS

ATRIBUCIONES: Art. 82

N° 1: Obligatorio, se debe enviar una vez terminada su tramitación. (5 días)

N° 2: Requerimiento (antes de su promulgación)



P. De la R



Cualquiera de las Cámaras



1/4 de sus miembros en ejercicio



10 días para resolver, efectos

N° 3: Requerimiento




P. De la R, 10 días desde el rechazo de la Contraloría




Cámaras o 1/4..., 30 días desde la publicación, cuando la Contraloría haya tomado razón del DFL. 

N° 4: Requerimiento




Senado o Cámara de Diputados




10 días desde publicación




Facultades del TC

N° 5: Requerimiento




Cámaras o 1/4....




30 días desde publicación o 60 si el P.de la R no ha promulgado




Facultades del TC

N° 6: Requerimiento del P.de la R




Conflicto con CGR

N° 7: Acción pública



   TC aprecia en conciencia los hechos

N° 9: Requerimiento




Cámara de Diputados o 1/4...



    TC aprecia en conciencia los hechos
N° 10: Requerimiento




TC aprecia en conciencia los hechos

N° 11: Requerimiento del P.de la R o no menos de 10 parlamentarios

N° 12: Requerimiento de cualquiera de las Cámaras, 30 días desde su publicación.

Recursos contra resoluciones del TC

Efectos de las resoluciones del TC

Límite a la competencia de la C.Suprema

Reformas constitucionales en actual tramitación.

Justicia Constitucional

Desde su creación en 1970, y de su posterior orgánica otorgada por la ley número:   17.997, del 12 de mayo de 1981, el Tribunal Constitucional Chileno, ha mantenido una no tan importante actividad si la comparamos en términos relativos con sus homólogos europeos.

Imposibilitado por su marco regulatorio de funciones, nuestro Tribunal Constitucional realiza exclusivamente el control preventivo de las leyes, dejando el resto de las demás funciones de constitucionalidad a cargo de otros órganos.   (Contraloría General de la República, Corte Suprema.)

En cuanto a las competencias del Tribunal, tenemos las siguientes:

Control previo de constitucionalidad.

· De las leyes orgánicas constitucionales y de las leyes que interpreten algún precepto de la Constitución, con carácter preceptivo:   La Cámara de origen debe enviar al Tribunal Constitucional antes de su promulgación el proyecto.

· De proyectos de ley o de reforma constitucional y de tratados sometidos a la aprobación del Congreso, con carácter facultativo:   Pueden plantear estas cuestiones el Presidente de la República, cualquiera de las Cámaras o una cuarta parte de sus miembros en ejercicio, antes de su promulgación. El Tribunal deberá resolver dentro del plazo de 10 días contado desde que reciba el requerimiento, a menos que decida prorrogarlo hasta por otros 10 días por motivos graves y calificados. El requerimiento no suspenderá la tramitación del proyecto, pero la parte impugnada de éste no podrá ser promulgada hasta la expiración del plazo referido, salvo que se trate del proyecto de Ley de Presupuestos o del proyecto relativo a la declaración de guerra propuesta por el Presidente de la República.

Control de constitucionalidad de diversos tipos de decretos. 

· Decretos con fuerza de ley (a posteriori.)   El requerimiento corresponde al Presidente de la República dentro del plazo de 10 días siguiente al rechazo de la Contraloría General de la República y a cualquiera de las Cámaras o una cuarta parte de sus miembros en ejercicio en caso de que la Contraloría hubiere tomado razón de un decreto con fuerza de ley que se impugne de inconstitucional; este requerimiento deberá efectuarse dentro del plazo de 30 días, contado desde la publicación del respectivo decreto con fuerza de ley.

· Decreto de convocatoria a un plebiscito, sin perjuicio de las atribuciones que correspondan al Tribunal Calificador de Elecciones. La cuestión podrá promoverse a requerimiento del Senado o de la Cámara de Diputados en un plazo de 10 días contados desde la fecha de publicación del decreto que 

· fije el día de la consulta plebiscitaria. El Tribunal establecerá en su resolución el texto definitivo de la consulta plebiscitaria, cuando ésta fuere procedente.

· Reclamos en caso de que el Presidente de la República no promulgue una ley cuando deba hacerlo, y promulgue un texto diverso del que constitucionalmente corresponda o dicte un decreto inconstitucional.   La cuestión podrá promoverse por cualquiera de las Cámaras o por una cuarta parte de sus miembros en ejercicio, dentro de los 30 días siguientes a la publicación o notificación del texto impugnado o dentro de los 60 días siguientes a la fecha en que el Presidente de la República debió efectuar la promulgación de la ley.   Si el Tribunal acogiere el reclamo promulgará en su fallo la ley que no lo haya sido o rectificará la promulgación incorrecta.

· Decretos o resoluciones del Presidente de la República (previo) que la Contraloría haya representado por estimarlos inconstitucionales, cuando sea requerido por el Presidente.

· Decretos supremos dictados en el ejercicio de la potestad reglamentaria del Presidente de la República, cuando se refieran a materias que pudieran estar reservadas a la ley.   Sólo podrá conocer a requerimiento de cualquiera de las Cámaras, efectuado dentro de los 30 días siguientes a la publicación o notificación del texto impugnado.

Procedimiento contencioso político institucional. 

· Le corresponde declarar la inconstitucionalidad de los partidos políticos, así como la responsabilidad de las personas que hubieren tenido participación en los hechos que motivaron la declaración de inconstitucionalidad.   Hay acción pública, salvo que la persona afectada fuere el Presidente de la República, caso en el que el requerimiento deberá formularse por la Cámara de Diputados o por la cuarta parte de sus miembros.   De recaer una declaración en este supuesto, requerirá, además, el acuerdo del Senado adoptado por la mayoría de sus miembros en ejercicio. El Tribunal Constitucional podrá apreciar en conciencia los hechos.

Resolver las inhabilidades, incompatibilidades y causales de cesación en el cargo de parlamentarios y ministros.

· Hay acción pública en relación a estos últimos, pero sólo podrá pronunciarse a requerimiento del Presidente de la República o de no menos de diez parlamentarios respecto a los parlamentarios.   El Tribunal Constitucional podrá apreciar en conciencia los hechos cuando se refieran a ministros o conozca de las causales de cesación en el cargo de parlamentario.

· Informar al Senado sobre la inhabilidad del Presidente de la República y calificar los motivos de su renuncia, a requerimiento de la Cámara de Diputados o de la cuarta parte de sus miembros. El Tribunal Constitucional podrá apreciar en conciencia los hechos.

Estas funciones que hemos visto, no se asemejan a las de su homólogo español, con el cual haremos una comparación.   Establecido en la Constitución Española (CE) de 1978, el Tribunal Constitucional es el intérprete supremo de la Constitución.   Único en su orden y con jurisdicción en todo el territorio nacional, ejerce las competencias definidas en el art. 161 de la CE.

Conforme a la CE y a su Ley Orgánica, el Tribunal Constitucional es competente para conocer: 

a. Del recurso de inconstitucionalidad contra leyes, disposiciones normativas o actos con fuerza de ley. 

b. De la cuestión de inconstitucionalidad sobre normas con rango de ley. 

c. Del recurso de amparo por violación de los derechos y libertades referidos en el art. 53.2 CE. 

d. De los conflictos de competencia entre el Estado y la Comunidades Autónomas, o de éstas entre sí.  

e. De los conflictos entre los órganos constitucionales del Estado (Congreso, Senado, Gobierno y Consejo General del Poder Judicial).  . 

f. De la declaración sobre la constitucionalidad de los Tratados internacionales 

g. De la impugnación por el Estado de las disposiciones y resoluciones adoptadas por los órganos de las Comunidades Autónomas. 

h. De los conflictos en defensa de la autonomía local.

 Y de las demás materias que le atribuyan las Leyes Orgánicas (art. 161.1.d CE).

Encontramos en el Tribunal español, que en su nombramiento, intervienen doce miembros elegidos a propuestas de las Cámaras que integran las Cortes Generales (cuatro por el Congreso y cuatro por el Senado), del Gobierno (dos) y del Consejo General del Poder Judicial (dos.)

Gracias a esta conformación, el Tribunal Constitucional Español, funciona de una manera mucho más activa, dando real cumplimiento a sus funciones.   De hecho, en España durante el año 1999, ingresaron en el Tribunal 5.582 recursos de amparo.

Por último, el procedimiento ante el Tribunal Constitucional es gratuito.   No obstante, el tribunal podrá imponer el pago de las costas o sanciones pecuniarias si apreciare temeridad, mala fe o abuso de derecho en la formulación de los recursos.

CAPITULO VIII

JUSTICIA ELECTORAL

Distinción

Organos jurisdiccionales (arts. 84, 85, 86)

Organos administrativos (art. 18)

TRIBUNAL CALIFICADOR DE ELECCIONES

Integración (reforma constitucional 1999)

Inhabilidades; incompatibilidades

Duración

Procedimiento: apreciación de hechos; sentencia

LOC 18460

1985

2000, 31 de enero

Practica el escrutinio general de las elecciones y tiene amplias facultades en materia de formación y disolución de partidos políticos

Se exceptúa de las facultades de la Corte Suprema (art. 79)

Sus sentencias son de última instancia

TRIBUNALES ELCTORALES REGIONALES:

Elecciones de carácter gremial y a las que tengan lugar en grupos intermedios

Constitución

Duración

Inhabilidades, incompatibilidades

Procedimiento: apreciación de hechos; sentencia; recursos

Ley 18593

Elecciones municipales

ADMINISTRACION ELECTORAL (ART. 18)

LOC 18556, 18700

S. Electoral: organismo autónomo, encargado de organizar los procesos electorales

1925

Personalidad jurídica y patrimonio propio

Ministerio del Interior

INSCRIPCION ELECTORAL:

1925

1980 (ART. 13)

1.- JUNTAS INSCRIPTORAS: 1929 (Registro electoral permanente)

1980: 3 miembros titulares, 1 miembro suplente; requisitos; abstención de actividad política; inhabilidades

2.- JUNTAS ELECTORALES:

Organismos de carácter judicial

Función: designar vocales; locales de votación; custodios

Composición: comuna asiento de Corte

                          comuna capital de provincia

Permanentes

3.- MESAS RECEPTORAS:

Integración

Ciudadanos

Sistemas de excusas e inhabilidades

Función

4.- COLEGIOS ESCRUTADORES:

Integración: 6 miembros, Pdtes. De Mesa

Misión: sumar los resultados contenidos en las actas de cada una de las mesas receptoras

Reúnen las actas

Suman los votos

No resolutivos con relación a la validez de la votación

Nº de colegios lo determina el SS. EE

Al menos uno por localidad con Junta electoral

Pueden escrutar hasta un máximo de 200 mesas

CAPITULO IX
CONTRALORÍA GENERAL DE LA REPUBLICA

OBJETIVOS BÁSICOS:

· Velar por el respeto al O.J

· Proteger el patrimonio público

· Defender la probidad administrativa

· Asegurar la transparencia en la información financiera.

CARACTERÍSTICAS:

· Órgano de rango constitucional

· Goza de autonomía

· Forma parte de la adm. Del Estado

· Integra el Sistema Nacional de control de la Administración

· Control de la legalidad de la administración

· Ámbito de fiscalización

· Objetividad

· Probidad pública
FUNCIONES:

· Toma razón de decretos y resoluciones

· Emite dictámenes jurídicos

· Efectúa auditorias e inspecciones 

· Control especializado de normas funcionarias

· Registro de personal de la Adm. Del Estado

· Lleva la contabilidad general de la Nación

· Juzgamiento de cuentas

· Recopila y edita leyes, reglamentos y decretos de interés general.

TOMA DE RAZÓN

A través de éste, la CGR se pronuncia acerca de la constitucionalidad y legalidad de los actos emitidos por la administración.

· Actos exentos

· derecho de petición

· No procede recurso de protección

DICTÁMENES:

Labor interpretativa de las normas aplicables en el ámbito administrativo

· a requerimiento

· de oficio

· Jurisprudencia

· Efectos

AUDITORIAS:

Evaluación de los controles internos y operaciones de ejecución de estados financieros de los servicios públicos.

bInvestigaciones

CONTABILIDAD GENERAL DE LA NACIÓN:

Ley Administración Financiera del E° (DL1268)

- ACTIVIDAD NORMATIVA

- PROCESAMIENTO O REGISTRO CONTABLE

- EMISIÓN DE ESTADOS CONTABLES

JUZGAMIENTO DE CUENTAS:

Funciona como tribunal de cuentas, tendiente a hacer efectiva la responsabilidad civil extracontractual de los funcionarios públicos que causen daño al patrimonio del E°, como consecuencia de una actuación ilegal.

JUEZ DE CUENTAS: Subcontralor en 1a.instancia

                                            Contralor en 2a.instancia

CAPITULO X
FUERZAS ARMADAS Y DE ORDEN Y SEGURIDAD PUBLICA
ESTADO ES AQUELLA COMUNIDAD HUMANA QUE, DENTRO DE UN DETERMINADO TERRITORIO RECLAMA (CON ÉXITO) PARA SI, EL MONOPOLIO DE LA VIOLENCIA FISICA LEGITIMA” (Max Weber)
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Necesidades de Bien Común...
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Garantizar: seguridad y estabilidad
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“La garantía de los derechos del Hombre y Ciudadano necesita una fuerza pública; esta fuerza es instituida para el beneficio de todos y no para la utilidad particular de aquellos a quienes está confiada” (Art. 12, Declaración de Derechos del Hombre y Ciudadano, 1789)
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Constitución de 1980

Capítulo X: 

Novedad

Dependencia Orgánica

Misión

Composición

Características

~atribuciones militares del P.de la R (32 Nº 18 a 21)

~estados de excepción constitucional (39, 40, 41)

~servicio militar obligatorio (22)

~elecciones (18)

Capitulo XI: COSENA

Integración (95)

Miembros con derecho a voz

Convocatoria

Funciones (96)

Reglamento
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Constitución de 1925
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Constitución de 1980, “Metas fundamentales para la Nueva Constitución”:

Incluir disposiciones, respecto de organismos básicos (técnicos)

Rol de las FFAA, misión y participación

“Poder de Seguridad”: papel de las FFAA

Afianzamiento del sistema presidencial chileno
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Seguridad......................función del Eº
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Subordinada al P.de la R
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Estabilidad nacional

[image: image10.png]


Valores recogidos en la Constitución
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Son órganos estatales, y en representación de éste, gozan del monopolio de la fuerza.
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CENC:

A. Silva Bascuñán:Bases de la Institucionalidad; estructura general del País; son fundamentales para dar eficacia al derecho, sostenedoras del régimen democrático constituciona, y se someten a él.

S. Diez: Estado de Derecho, sometidas a la ley, art. 7 inciso 2º; bien común (art. 1º inciso final)

J. Ovalle: Seguridad Nacional como fin del Estado, concepto valórico.

CENC: Seg. Nacional constituye una verdadera “condición” que se logra como producto de acciones orientadas a atenuar o eliminar ciertas vulnerabilidades. Compromiso de todos los chilenos (art. 22 , inciso 2º y 24 inciso 2º)
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Críticas
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Subordinación al P.de la R: 

-art. 24, inciso 1º

-Adm. Del Estado (art. 1º LOC 18575)

-Organos centralizados

-Ministerio de Defensa (art. 90)

-Art. 32 Nº 19

-Institución

-Grado de independencia
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Son independientes, pero:

1)Designación Comandantes en Jefe (32 Nº 18, 93 inciso 1º)

2)Remoción: casos calificados, Cosena (32 Nº 18; 93 inciso 2º). Inamovilidad relativa

3)Responsabilidad de los Comandantes en Jefe

4)Nombramientos, ascensos y retiros de oficiales (art. 7 LOC 18948; 32 Nº 18; 94 inciso 1º)

5)P.de la R. Dispone fuerzas (organización militar) asesoría del Cosena (94, inciso 1º)

6)Jefatura Suprema, en caso de guerra (32 Nº 20)

7)Delegar facultades durante estados de excepción
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MISION:

1.- FUERZAS ARMADAS:

DEFENSA DE LA PATRIA

SER ESENCIALES PARA LA SEGURIDAD NACIONAL

GARANTES DEL ORDEN INSTITUCIONAL DE LA REPUBLICA

FUNCIONES PROPIAS
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CARACTERISTICAS:

Profesionales

Jerarquizadas

Disciplinadas

Esencialmente obedientes

No deliberantes (prescindencia política)

2.- FUERZAS DE ORDEN Y SEGURIDAD PUBLICA:

Dar eficacia al derecho (aplicación de la ley; auxiliares de los Tribunales de Jcia.)

Garantizar el Orden Público y Seguridad Pública interior
CAPITULO XII

BANCO CENTRAL

Corresponde a una clase particular de bancos, cuya evolución se produjo como consecuencia de la especialización de los bancos comerciales.

OPERACIONES: mantener, admninistrar y disponer de las reservas internacionales del país; otorgar préstamos a inst. financieras; emitir billetes y monedas de curso legal; fijar política monetaria (cantidades de dinero, crédito en circulación); ser agente financiero del Estado; dictar normas en materia de operaciones de cambio internacional.

ORIGENES EN CHILE:

Principios S. XX, Comisión Kemmerer, 1925. 

Se propone la creación de un órgano que estabilice la moneda, regula las tasas de interes y redescuento para evitar perturbaciones al desenvolvimiento industrial y financiero de la nación y fomentar el progreso económico

Función emisora: patrón oro, hasta 1931

1925: autónomo, prestamos al fisco con cargo a la emisión monetaria. Persona jurídica de derecho público.

1946: restricción al financiamiento del gasto público

1953: rol activo en el desarrollo de la economía nacional

1960: amplió facultades en regulación del sistema financiero. Crédito al fisco se limita en % del presupuesto nacional.

UP: B.C financia a bancos comerciales, elevado endeudamiento.

1975: Inst. autónoma; dº público; ppio. Legalidad; no integra la adm. Del Estado; comité ejecutivo; se le prohíbe otorgar créditos al fisco y a entidades del sector público y privado.

1989: LOC 18.840, que regula su composición, organización, funciones y atribuciones.

Constitución de 1980: Organismo autónomo, rango constitucional, técnico, personalidad jurídica, patrimonio propio, duración indefinida, no forma parte de la administración del Estado

ATRIBUCIONES:

•Emisión de billetes y acuñación de monedas

•Regulación de la cantidad de dinero en circulación y crédito

•Regulación del sistema financiero y mercado de capitales

•Facultades para cautelar la estabilidad del sistema financiero

•Funciones de agente fiscal

•Atribuciones en materia internacional

•Facultades operaciones de cambio intern.

ORGANO DE CARÁCTER CONSTITUCIONAL

Desarrollo económico

Arbitrariedades del poder público

Orden Público Económico

Potestades públicas exclusivas y excluyentes, (estabilidad monetaria)

CARÁCTER TECNICO:

Rasgo fundamental

Especializada (criterio técnico en sus decisiones)

Credibilidad-independencia-estabilidad

CARÁCTER AUTONOMO:

Independencia, falta de subordinación

Abarca: objeto y atribuciones; personalidad jurídica de derecho público; ordenamiento jurídico exclusivo; no subordinación al P. De la R)

Control y responsabilidad

Se dirige a sí mismo (funcional y operativo)

Exento de control político

DIRECCION Y ADMINISTRACION:

Consejo: 5 miembros

Remoción: arts. 15, 16, 17 LOC

Coordinación con el Gº (“orientación de la política económica”)

Estados financieros ----SI Bancos

CAPÍTULO XIII

Administración Interior del Estado

GOBIERNO REGIONAL:Atribuciones
PLANIFICACION




EJECUCION




REPRESENTACION




COORDINACION Y 




FISCALIZACION




ADMINISTRACIÓN

CONSEJO REGIONAL: Concepto
Es un órgano colegiado, que tiene por finalidad hacer ejecutar la participación de la comunidad regional y ejercer las atribuciones que la ley le encomienda

Artículo 102 CPR

Artículo 28 LOC.GAR
Atribuciones

NORMATIVAS

nAprobar el reglamento que regule su funcionamiento.

n
nAprobar los reglamento regionales

RESOLUTIVAS

nPresupuesto regional

nPlanes reguladores comunales.

nRecursos del FNDR, ISAR y recursos propios del Gobierno Regional .

nConvenios de Programación

nEnajenación y gravamen de bienes raíces. 
FISCALIZADORAS

nIntendente regional

nUnidades que dependan del Intendente

nFacultades de Administración

OTRAS ATRIBUCIONES
nEmitir opinión

nAquellas que la ley le encomiende: fomento productivo, cooperación internacional, etc.

Principios de la Personalidad Jurídica de Derecho Público del Gobierno Regional
EL GOBIERNO REGIONAL ES UNA UNIDAD ADMINISTRATIVA CON CAPACIDAD JURIDICA PARA CONTRAER OBLIGACIONES, EJERCER DERECHOS Y PARA SER REPRESENTADA JUDICIAL Y EXTRAJUDICIALMENTE

Nº 1: PRINCIPIO DEL PATRIMONIO PROPIO
nArtículo 100, CPR

nAutonomía patrimonial

nDisposición del patrimonio
RECURSOS  GOBIERNO REGIONAL
1.- PROPIOS:

nBienes muebles e inmuebles que les transfiera el Fisco

nBienes muebles e inmuebles que adquiera

nDonaciones, herencias, legados

nIngresos por servicios prestados

nIngresos por permisos y concesiones

nTributos regionales
RECURSOS GOBIERNO REGIONAL
2.- ESPECIFICOS:

nFNDR

nISAR

Nº2: PRINCIPIO DEL CONTROL
nPOLITICO

n
nADMINISTRATIVO

n
nJURISDICCIONAL

CAPITULO XIII C.P.R
ADMINISTRACIÓN COMUNAL

ADMINISTRACION COMUNAL
MARCO CONSTITUCIONAL
nD.L 573 y 575 de 1973

nD.L Nº 1289, de 1976

Características:

- Subordinación al Poder Central

- Dependencia financiera
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ALCALDE

Máxima autoridad

- Alcaldes: funcionarios de exclusiva confianza del Presidente de la República
nL.O.C de Municipalidades: Ley Nº 18.695, de 1988.

Características:

- Operan los mecanismos previstos en la C.P.R para la generación de Alcaldes.

- Se entrega a los Municipios la administración de funciones que desarrollaba el Estado Central.

- D.L Nº 3063 de 1979, sobre Rentas Municipales (F.C.M)
nC.P.R 1980: ARTS. 107  a 111

(reformas constitucionales: 1991, 1997)

Artículo 107

“La administración local de cada comuna o agrupación de comunas que determine la ley reside en una municipalidad, la que estará constituida por el alcalde, que es su máxima autoridad, y el concejo”.
ARTICULO 107, INCISO IV

“Las municipalidades son corporaciones autónomas de derecho público, con personalidad jurídica y patrimonio propio, cuya finalidad es satisfacer las necesidades de la comunidad local y asegurar su participación en el progreso económico, social y cultural de la comuna”.
nTribunal Constitucional define a las Municipalidades como ORGANOS CONSTITUCIONALMENTE AUTONOMOS

n
nAutonomía

Ley Nº 19.175, Orgánica Constitucional sobre Gobierno y Administración Pública Regional

· Título II:   De la Administración del Gobierno Regional

· Capítulo I:   Naturaleza y Objetivos del Gobierno Regional

· Capítulo II:   Órganos del Gobierno Regional

· Capítulo III:   Análisis de dichos órganos

· Párrafo I:   El Intendente;

· Párrafo II:   Del Consejo Regional;

· Párrafo III:   Del Gobernador;

· Párrafo IV:   Del Consejo Económico y Social Provincial.

Naturaleza y Objetivos del Gobierno Regional

· Objetivos del Gobierno Regional

· Desarrollo social cultural y económico de ella;

· Personalidad Jurídica de Derecho Público;

· Patrimonio Propio.

· Principios:   Eficiencia, equidad y cuidado del medio ambiente.

Funciones del Gobierno Regional

· Elaborar los programas de desarrollo de la región acorde al presupuesto;

· Asesorar a las Municipalidades;

· Adoptar las medidas necesarias ante situaciones de emergencia o catástrofe;

· Participar en acciones de cooperación internacional en la región;

· Mantener una relación permanente con el gobierno nacional, a fin de armonizar  en el ejercicio de sus respectivas funciones.

Capítulo II:   Órganos del Gobierno Regional.

Art. 22:   El Gobierno regional estará constituido por el intendente y el consejo regional.

Capítulo III:   Análisis de dicho órganos

· Párrafo I:   Del Intendente.

Órgano ejecutivo del gobierno regional y presidirá el consejo regional.   Ejerce sus funciones con arreglo a la Constitución Política de la República, a las leyes, a los reglamentos supremos y a los reglamentos regionales.

Funciones del Intendente

· Formular políticas de desarrollo de la región, acorde a los planes nacionales;

· Presidir el consejo regional con derecho a voz.   En caso de empate dirime, salvo cuando se fiscaliza;

· Proponer al consejo regional, la distribución de los recursos del Fondo Nacional de Desarrollo Regional;

· Representar judicial y etrajudicialmente al gobierno regional;

· Nombrar y remover los funcionarios que la ley detemine como de su confianza;

· Ejercer la administración de los bienes y recursos propios del gobierno regional;

· Resolver los recursos administrativos que se entablen en contra de los Seremis

· Dictar las instrucciones o resoluciones necesarias para el ejercicio de sus atribuciones;

· Hacer anualmente un balance de la ejecución presupuestaria  y el estado de situación financiera;

El Intendente será el jefe superior de los servicios administrativos del Gobierno Regional, y propondrá al consejo la organización de los mismos de acuerdo a la normativa vigente.
� EMBED Unknown  ���








� A diferencia de los que sucede en España (recurso de amparo) o Alemania (Verfassungsbeschwerde), nuestra Corte Constitucional no conoce de recursos o acciones directamente interpuestos por los particulares para la tutela de sus derechos concretos, frente al Tribunal Constitucional Chileno los particulares carecen de un derecho de acción. Ello en la práctica se traduce en restar al tribunal chileno de una importante labor de jurisdicción constitucional.


� Una excepción a esta regla general se encuentra en el mismo art. 20 en su inciso 2º, respecto de la protección de la garantía del 19 nº 8, ya que solo se refiere a ACTOS, y éstos deben ser arbitrarios E ilegales (los requisitos se exigen copulativamente).


� Cobra importancia la discusión referida a la jerarquía normativa de los tratados sobre derechos humanos, ya que no existiría problema para el juez intérprete, al precisar el contenido de un derecho fundamental, si el tratado desarrolla o amplía el derecho (como sucede con el Pacto de San José de Costa Rica, respecto de la libertad de expresión por ejemplo), pero ¿qué sucede si el tratado contradice lo establecido por la Constitución?. Resultará más difícil para el juez de protección discernir con cuál normativa debe quedarse para resolver el caso sub lite.


� Corte de Apelaciones de Chillán, 1988


� Corte de Apelaciones de Concepción, 1994.


� Se refiere a aquellos actos administrativos que producen efectos desde su notificación o desde su publicación.


� Este es un procedimiento a través del cual las Cortes conocen de las causas, y que consta de un anuncio, relación y alegatos de las partes.


� A través de ella se suspenden los efectos del acto que agravia el ejercicio de un derecho fundamental, siempre es conveniente solicitarla cuando se presenta un escrito de protección.


� Significa en estado de ser fallada, concluida su tramitación.


� Esto se traduce en cualquier contravención al estatuto de garantías establecido en el art. 19 Nº 7 letra b en adelante: juridicidad del funcionario que detiene (con facultades para hacerlo), los recintos habilitados, respeto de los plazos de detención, etc.


� O sea Habeas Corpus propiamente tal.


� Ello le permitirá al juez contar con los antecedentes sifucientes (los dichos del detenido principalmente) para decretar su libertad inmediata.


�  Verdugo M., Mario; Pfeffer U., Emilio y Nogueira A., Humberto: “Derecho Constitucional”, Santiago, Editorial Jurídica de Chile, 1994, tomo 1, pp. 352.


�  Verdugo M., Mario; Pfeffer U., Emilio y Nogueira A. ,Humberto : Ob.Cit, pp. 355


�  Artículo 418, Código de Justicia Militar.


�  Actas de la C.E.N.C, sesión 219, pp. 17.


�  Artículo 12, Ley Orgánica Constitucional de Estados de Excepción.


�  La fórmula que se utiliza es “Por Orden del Presidente de la República”.


�  Verdugo M., Mario; Pfeffer U., Emilio y Nogueira A., Humberto: Ob.Cit., pp. 359.


�   Actas de  la C.E.N.C, sesión 218, pp.9.


�  Actas de la C.E.N.C, sesión 219, pp. 10.


� Alejandro Silva Bascuñan, Tratado de Derecho Constitucional, Tomo VI, Ed. Jdca. De Chile, pp.13


� Comisión de Estudios para la Nueva Constitución o Comisión Ortúzar


� Existen 60 distritos electorales. LOC 18.700


� Existen 19 circunscripciones electorales. LOC 18.700


� Esta suspensión cesa si el Senado en definitiva desestima la acusación o no se pronuncia dentro de los 30 días siguientes.


� Nos referimos a los FISCALES JUDICIALES, y no a los funcionarios del Ministerio Público
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